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SP-A-300-2026


Superintendencia de Pensiones, al ser las 14 horas y 20 minutos del día 19 de agosto de 2026.


REFORMA INTEGRAL AL ACUERDO SP-A-224-2020, DE LAS 14:00 HORAS DEL DÍA 20 DE JULIO DEL AÑO 2020


CONSIDERANDO:


1. De conformidad con lo dispuesto en el párrafo segundo del artículo 33 de la Ley N.º 7523, Ley del Régimen Privado de Pensiones Complementarias, le corresponde a la Superintendencia de Pensiones regular, supervisar y fiscalizar los planes, fondos y regímenes contemplados en dicha Ley, así como aquellos que le sean encomendados en virtud de otras disposiciones legales, incluyendo la actividad de las operadoras de pensiones, de los entes autorizados para administrar los fondos de capitalización laboral y de las personas físicas o jurídicas que intervengan, directa o indirectamente, en los actos o contratos relacionados con dichas disposiciones.

1. En concordancia con lo anterior, el inciso f) del artículo 38 de la citada Ley N.º 7523 faculta a la Superintendencia de Pensiones para adoptar todas las acciones necesarias para el cumplimiento efectivo de sus funciones de autorización, regulación, supervisión y fiscalización, de conformidad con la normativa legal y las disposiciones emitidas por el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero.

1. La Ley N.º 7786, “Ley sobre estupefacientes, sustancias psicotrópicas, drogas de uso no autorizado, actividades conexas, legitimación de capitales y financiamiento al terrorismo”, establece el marco jurídico integral para la prevención, detección y sanción de la legitimación de capitales, el financiamiento al terrorismo y el financiamiento de la proliferación de armas de destrucción masiva, imponiendo obligaciones específicas a los sujetos supervisados por las autoridades competentes del sistema financiero nacional.

1. En desarrollo de dicho marco legal, el Acuerdo CONASSIF 12-21, denominado “Reglamento para la prevención del riesgo de legitimación de capitales, financiamiento al terrorismo y financiamiento de la proliferación de armas de destrucción masiva, aplicable a los sujetos obligados por el artículo 14 de la Ley N.º 7786”, establece las medidas preventivas orientadas a mitigar los riesgos asociados a dichas conductas, siendo aplicable tanto a los sujetos obligados como a las entidades integrantes de grupos o conglomerados financieros supervisados; y dispone, además, la facultad de las Superintendencias para emitir lineamientos y directrices diferenciadas por sector, en función de los niveles de riesgo, incluyendo la adopción de medidas de debida diligencia simplificada o reforzada, según corresponda.

1. Los estándares internacionales en materia de legitimación de capitales, financiamiento al terrorismo y financiamiento de la proliferación de armas de destrucción masiva (LC/FT/FPADM), particularmente los emitidos por el Grupo de Acción Financiera Internacional (GAFI), establecen obligaciones específicas en materia de debida diligencia del cliente, incluyendo la identificación y verificación de la identidad del cliente, de quienes actúen en su nombre y del beneficiario final, la comprensión del propósito y naturaleza de la relación comercial, así como la aplicación de una debida diligencia continua acorde con el perfil de riesgo, conforme a lo dispuesto en su Recomendación 10.

1. El referido Acuerdo CONASSIF 12-21 incorpora y desarrolla los conceptos de debida diligencia simplificada y debida diligencia reforzada como mecanismos diferenciados que deben ser aplicados por los sujetos obligados en función del nivel de riesgo de legitimación de capitales, financiamiento al terrorismo y financiamiento de la proliferación de armas de destrucción masiva, determinado mediante metodologías de análisis de riesgo.

1. Adicionalmente, los principios internacionales de supervisión aplicables al sector de pensiones, particularmente los emitidos por la International Organisation of Pension Supervisors (IOPS), establecen que las autoridades supervisoras deben adoptar un enfoque basado en riesgos, asegurando que los requerimientos regulatorios y las acciones de supervisión sean proporcionales, consistentes y orientados a la mitigación efectiva de los riesgos identificados.

1. En esa misma línea, las guías internacionales de supervisión basada en riesgos del Grupo de Acción Financiera Internacional (GAFI) disponen que la identificación y evaluación de los riesgos inherentes deben considerar factores tales como: la naturaleza, escala y complejidad de los productos y servicios, el modelo de negocio, los canales de distribución, el perfil de los clientes, los sistemas de gobierno corporativo y las jurisdicciones en las que operan las entidades.

1. Que la naturaleza jurídica y operativa del sector de pensiones, así como las características propias de los fondos administrados por las operadoras de pensiones complementarias, determinan un perfil de riesgo diferenciado respecto de otros sectores del sistema financiero, en tanto los recursos provienen mayoritariamente de aportes de origen laboral recaudados mediante mecanismos centralizados, conforme a porcentajes legalmente establecidos, sujetos a estrictas condiciones de acceso y retiro, y canalizados a través de sistemas financieros formales que permiten la trazabilidad de los fondos.

1. La evolución del marco normativo internacional en materia de prevención del riesgo de legitimación de capitales, financiamiento al terrorismo y financiamiento de la proliferación de armas de destrucción masiva, así como las modificaciones introducidas al ordenamiento jurídico nacional mediante el Acuerdo CONASSIF 12-21, hacen necesaria la actualización integral de las disposiciones regulatorias aplicables al sector de pensiones supervisado por esta Superintendencia. Dicha actualización resulta imprescindible a efectos de armonizar la normativa sectorial vigente con los estándares internacionales del Grupo de Acción Financiera Internacional (GAFI) y con los principios de supervisión basada en riesgos promovidos por la International Organisation of Pension Supervisors (IOPS), incorporando los conceptos, definiciones y criterios técnicos actualizados en materia de debida diligencia y gestión del riesgo, conforme al perfil diferenciado que caracteriza al sector de pensiones, y garantizando así la coherencia interna del marco normativo, la seguridad jurídica de los sujetos supervisados y la eficacia de las acciones de regulación, supervisión y fiscalización a cargo de esta Superintendencia.





POR TANTO:

Se reforma de manera integral el Acuerdo SP-A-224-2020 de la siguiente manera: “Lineamientos diferenciados para las entidades supervisadas por la Superintendencia de Pensiones para la aplicación del Reglamento para la prevención del riesgo de legitimación de capitales, financiamiento al terrorismo y financiamiento de la proliferación de armas de destrucción masiva, aplicable a los sujetos obligados por el artículo 14 de la Ley N.º 7786”. 

Artículo 1. Objeto y alcance.

Los presentes lineamientos establecen los principios, criterios y disposiciones que deberán observar las operadoras de pensiones complementarias para la identificación, evaluación, gestión y mitigación de los riesgos de legitimación de capitales, financiamiento al terrorismo y financiamiento de la proliferación de armas de destrucción masiva (LC/FT/FPADM).

Su aplicación se fundamenta en un enfoque basado en riesgos y en la implementación de medidas de debida diligencia del cliente (DDC) diferenciadas, de conformidad con la normativa nacional vigente y los estándares internacionales emitidos por el Grupo de Acción Financiera Internacional.

Artículo 2. Medidas de debida diligencia simplificada.

De conformidad con lo dispuesto en el Reglamento para la prevención del riesgo de legitimación de capitales, financiamiento al terrorismo y financiamiento de la proliferación de armas de destrucción masiva, aplicable a los sujetos obligados por el artículo 14 de la Ley N.º 7786, las medidas de debida diligencia simplificada serán aquellas aplicables en situaciones en las que se identifique un menor nivel de riesgo de LC/FT/FPADM y, en consecuencia, contemplen requisitos y controles reducidos respecto de las medidas de debida diligencia general previstas en dicha normativa.

Como mínimo, durante el establecimiento de la relación contractual con el afiliado o pensionado, las medidas de debida diligencia simplificada deberán exigir la recopilación de la información necesaria para establecer su identidad, así como sus datos personales y de contacto básicos, tales como número telefónico, dirección de correo electrónico y domicilio de residencia, entre otros.

Sin perjuicio de lo anterior y de conformidad con las políticas y procedimientos internos del sujeto obligado, las medidas de debida diligencia simplificada aplicables a relaciones contractuales de menor riesgo podrán incluir, de manera no taxativa, las siguientes:

a) Sustituir el requerimiento de firma manuscrita, particularmente en relaciones no presenciales, por mecanismos de autenticación digital que permitan verificar razonablemente la identidad del afiliado o pensionado. Para estos efectos, se entenderá por mecanismos de autenticación digital aquellos procedimientos o tecnologías que permitan validar la identidad de una persona y generar evidencia verificable de la gestión realizada. Dichos mecanismos deberán garantizar niveles adecuados de seguridad, confiabilidad, trazabilidad y conservación de los registros, de forma que permitan acreditar la identidad del afiliado o pensionado, así como la fecha, hora y contenido de la gestión efectuada. Se considerarán válidos, entre otros, la autenticación multifactor, la firma electrónica, las validaciones biométricas y otros mecanismos tecnológicos equivalentes, siempre que su idoneidad sea evaluada y documentada por la entidad conforme a un enfoque basado en riesgos.

b) Reducir la frecuencia de actualización de la información y documentación del cliente, conforme al apetito de riesgo definido por el sujeto obligado.

c) Disminuir el nivel de monitoreo continuo de la transaccionalidad, estableciendo umbrales monetarios razonables para el análisis de operaciones, según lo definido en las políticas internas de debida diligencia.

d) Prescindir de la recopilación de información sobre el origen de los recursos, cuando el origen sea verificable mediante mecanismos institucionales o sistemas de recaudación SICERE.

Las medidas de debida diligencia simplificada podrán aplicarse siempre que el patrón de aportación del afiliado o pensionado no se desvíe de los umbrales definidos por el sujeto obligado ni presente niveles significativos de riesgo. En caso contrario, la entidad deberá reclasificar la relación contractual como de mayor riesgo y aplicar las medidas de debida diligencia reforzada previstas en los presentes lineamientos.





Artículo 3. Medidas de debida diligencia reforzada.

Las medidas de debida diligencia reforzada serán aplicables a los clientes clasificados como de riesgo alto, conforme al modelo de clasificación de riesgo del sujeto obligado, así como en cualquier otra situación en la que se identifique un mayor riesgo de LC/FT/FPADM.

En estos casos, las entidades deberán aplicar las medidas de debida diligencia general establecidas en el Reglamento para la prevención del riesgo de legitimación de capitales, financiamiento al terrorismo y financiamiento de la proliferación de armas de destrucción masiva, aplicable a los sujetos obligados por el artículo 14 de la ley 7786, así como medidas adicionales de mitigación proporcionales al riesgo identificado, dentro de las cuales podrán incluirse, de manera enunciativa y no limitativa, las siguientes:

a) Obtener información adicional sobre el cliente, tales como ocupación, volumen de activos e información disponible en bases de datos públicas o fuentes abiertas, actualizando con mayor frecuencia los datos de identificación del cliente y del beneficiario final.

b) Recabar información adicional sobre la naturaleza y finalidad de la relación contractual.

c) Obtener documentación fehaciente que respalde el origen de los recursos del cliente.

d) Obtener información sobre la justificación y propósito de las transacciones previstas o realizadas.

e) Obtener la aprobación expresa de la alta gerencia para el inicio o la continuidad de la relación contractual.

f) Implementar un monitoreo continuo, intensificado y ampliado de la transaccionalidad, definiendo patrones de operación que requieran un análisis más detallado.





Artículo 4.   Categorización de cuentas individuales y aplicación diferenciada. 

En atención a la naturaleza de los fondos y a las características de los aportes que registran las cuentas individuales administradas por las operadoras de pensiones, se establecen las siguientes categorías de riesgo:

a) Categoría 1. Corresponde a las cuentas individuales del Régimen Obligatorio de Pensiones Complementarias (ROP), del Fondo de Capitalización Laboral (FCL) y de los fondos voluntarios de pensiones complementarias (FVPC), cuyos aportes ordinarios o extraordinarios, mientras se mantengan dentro de los umbrales definidos por el sujeto obligado, no presenten variaciones significativas en su monto ni en su frecuencia, en relación con los aportes ordinarios y el saldo acumulado en la cuenta individual del afiliado. En estos casos, las entidades podrán aplicar las medidas de debida diligencia simplificada previstas en el artículo 2 de los presentes lineamientos.

b) Categoría 2. Corresponde a las cuentas individuales del Régimen Obligatorio de Pensiones Complementarias (ROP), del Fondo de Capitalización Laboral (FCL) y de los fondos voluntarios de pensiones complementarias (FVPC), cuyos aportes ordinarios o extraordinarios, al superar los umbrales definidos por el sujeto obligado, presenten variaciones significativas en su monto o patrón de aportación, en relación con los aportes ordinarios y el saldo acumulado. En estos supuestos, las entidades deberán aplicar las medidas de debida diligencia reforzada previstas en el artículo 3 de este Acuerdo.   

Artículo 5. Gobernanza y documentación.

Las entidades supervisadas que opten por la aplicación de medidas de debida diligencia diferenciadas, en los términos de los presentes lineamientos, deberán definir, previo a su implementación, las políticas, procedimientos y criterios correspondientes en su Manual de Cumplimiento, incluyendo de forma expresa los parámetros y condiciones utilizados para determinar la existencia de cambios significativos en el perfil de riesgo del cliente.

Corresponderá al Oficial de Cumplimiento analizar las medidas de debida diligencia diferenciadas definidas, considerando, entre otros aspectos, el tipo de fondo administrado y el perfil del cliente, y documentar mediante informe las circunstancias y criterios utilizados para su aplicación. Dicho informe deberá ser remitido al Órgano de Dirección para su análisis y aprobación y mantenerse a disposición de la Superintendencia de Pensiones para efectos de supervisión.

Artículo 6. Acciones derivadas de la supervisión de la SUPEN. 

La Superintendencia de Pensiones podrá, en cualquier momento, ordenar la suspensión de la aplicación de medidas de supervisión diferenciada, disponiendo la aplicación plena e incondicional de la normativa vigente, o bien exigir la adopción de medidas de debida diligencia reforzada respecto de determinadas cuentas, afiliados o pensionados, cuando así lo estime necesario en función del riesgo identificado.

Asimismo, en el marco de los procesos de supervisión basada en riesgos, la Superintendencia de Pensiones podrá requerir a los sujetos obligados información agregada sobre la aplicación del esquema de debida diligencia diferenciada, con el propósito de evaluar su efectividad y detectar posibles desviaciones en su implementación.

Artículo 7. Vigencia. 

El presente Acuerdo regirá a partir de su publicación en el Diario Oficial La Gaceta.


Comuníquese.
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Hermes Alvarado Salas
Superintendente de Pensiones





Copia: SUGESE, SUGEVAL, SUGEF, CONASSIF, División de Supervisión SUPEN.


Aprobado por: DSQ/RCV.
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